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Un tema para el que no estamos preparados 
Es evidente que la sociedad 
en su conjunto no está 
preparada para asumir 
la realidad de los adultos 
mayores y no es consciente 
de ello. Sin embargo, Chile se 
vuelve añoso. En el año 2050 
se proyecta que en nuestro 
país habrá 6,3 millones de 
personas con más de 60 años, 
lo que correspondería al 29,5% 
de la población y por ello se 
necesita una mirada amplia y 
multidisciplinaria a un tema que 
tarde o temprano nos afectará a 
todos.

H
ay una percepción unánime entre abogados, 
trabajadores sociales, psicólogos, responsables 
de residencias de ancianos de que el abuso 
económico a las personas de la tercera edad 
es un fenómeno extendido y escondido, que 

esconde una enorme “cifra negra”. Se trata de un tipo de 
agresión que, advierten los expertos, puede tener secuelas 
mucho peores para los ancianos que la violencia física y que 
representa todavía un auténtico tabú social. Un tabú de 
gran magnitud, dado que todos los antecedentes y estudios 
constatan que la mayoría de las estafas económicas a los 
adultos mayores proceden de su entorno más cercano: los 
hijos y los cuidadores. 

Generalmente, los casos están referidos a cesiones de 
viviendas de las víctimas a precios irrisorios a cambio de 
asistencia o apoyo al anciano por parte de quien se adjudica 
el inmueble, o bien directamente de situaciones en las que 
se usurpa la pensión o la ayuda por dependencia que percibe 
la persona mayor. 

Lamentablemente, la política pública ha sido lenta e 
insuficiente para responder a este preocupante cuadro. 
La ley que tipifica el delito de maltrato de adultos mayores 
cometido por personas que se encuentren a cargo de su 
cuidado cumple 5 años y la evaluación es dispar en cuanto 
a la efectividad de su aplicación y resultados en la población 
llamada a proteger. Sobre lo que sí hay total consenso  es 
que se necesita mucho más que una ley para enfrentar 
este problema.

La norma castiga a las personas que se encuentren a 
cargo del cuidado de un anciano o adulto mayor, y ejerzan 
cualquier tipo de violencia física o psíquica sobre ellos y 

establece una gradiente de sanciones que van desde la 
prisión (en cualquiera de sus grados) a multas de 4 UTM, 
dependiendo de la gravedad del delito o falta, además de 
la absoluta y perpetua prohibición de ejercer profesión, 
empleo u oficio con personas mayores, discapacitadas y 
menores. 

Sin embargo, la referida normativa es insuficiente y aún 
muchos vacíos legales en lo que se denomina el “maltrato 
estructural”, definido como “aquel que ocurre desde y en 
las estructuras de la sociedad mediante normas legales, 
sociales y económicas que actúan como trasfondo de todas 
las otras formas de maltrato existente”. 

Otro ejemplo son las normas relativas a la capacidad 
legal, que no se han adaptado a la realidad de los adultos 
mayores, puesto que -según la legislación actual contenida 
en el Código Civil- en Chile las personas son capaces o son 
incapaces. No existiendo una normativa más “amigable” que 
permita acompañar el tránsito de las personas desde la plena 
capacidad hasta la disminución de ella. Hoy por hoy, en otros 
ordenamientos jurídicos este asunto está ampliamente regulado 
y se entiende que a la luz de la dignidad de las personas adultas 
mayores es menester fijar distintos estadios de competencia 
y capacidad según su salud física y mental. 

Es evidente que la sociedad en su conjunto no está prepa-
rada para asumir la realidad de los adultos mayores y no es 
consciente de ello. Sin embargo, Chile se vuelve añoso. En el 
año 2050 se proyecta que en nuestro país habrá 6,5 millones 
de personas con más de 60 años, lo que correspondería al 
30% de la población y por ello se necesita una mirada amplia 
y multidisciplinaria a un tema que tarde o temprano nos 
afectará a todos y todas.
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C
hile es una economía 
abierta, vulnerable a las 
crisis globales y locales 
que afectan directa-
mente el bienestar eco-

nómico de su población. ¿Cómo se 
han enfrentado este tipo de crisis? 
Durante la Gran Depresión de los 
años 1930, el economista británico 
John Keynes propuso en su obra “La 
Teoría General del Empleo, el Interés 
y el Dinero” que las crisis económicas 
surgen debido a una insuficiencia 
en la demanda agregada (consumo, 
inversión y gasto público). Sostuvo 
que el gobierno debe intervenir con 
políticas fiscales expansivas (aumentar 
el gasto público y reducir impuestos) y 
políticas monetarias (bajar las tasas de 
interés) para estimular la economía, 
generando empleo y reactivando el 
consumo y la inversión, rompiendo 
así el ciclo de recesión. 

¿Y qué pasa ahora en Chile? Ac-
tualmente, la demanda agregada 
muestra una evolución preocupante. 
La recaudación del gobierno central 
ha caído un 16,8%. El gasto público en 
2023 representó el 27,39% (22% más 
que 2013), la inversión (IED) el 2023 
fue de 6,8% del PIB (18% menos que 

2013) y el consumo fue el 65% del PIB 
en 2023 (4,9% menos que el 2022).

Por su parte los gremios em-
presariales, como la SOFOFA y la 
Confederación de la Producción y 
el Comercio (CPC), advierten que no 
sólo los indicadores macroeconómicos 
facilitarán la inversión. De hecho, 
en 2024 propusieron una serie de 
reformas que incluyen la reducción 
de tiempos para obtener permisos, 
convergencia tributaria, fomento del 
crecimiento, eficiencia en el gasto 
público y medidas para combatir la 
evasión y la informalidad. 

La “permisología” por su parte, 
definida como la abundancia de 
trámites que provocarían retrasos 
en la obtención de permisos, no solo 
desacelera la inversión, sino que 
también puede hacerla buscar nuevos 
destinos. Este es el caso de CMPC, 
que invertirá US$5.000 millones, 
generando cerca de 10.000 empleos, 
y Arauco, que realizará inversiones 
por US$4.600 millones creando al-
rededor de 14.000 empleos; ambas 
operaciones en Brasil. 

Por otra parte, los retiros de 
fondos de pensiones generaron un 
proceso inflacionario que bloqueó 

la capacidad del Banco Central 
para activar la demanda agregada 
a través de la tasa de interés. Ade-
más, el Gobierno limitó la propia 
capacidad de intervención debido 
al aumento significativo del gasto 
público provocando una vigilancia 
activa por parte del Congreso y el 
Consejo Fiscal Autónomo. Recu-
perarse de esta situación tomará 
tiempo, ya que se debe volver a 
los niveles pre-pandemia, con la 
inflación convergiendo al 3%, una 
tasa de política monetaria del 3% y 
un gasto público del 23%. 

Sin embargo, la inversión también 
depende del tiempo promedio de 
retorno de los capitales invertidos. 
Entonces, apuntar hacia la reducción 
de los tiempos excesivos en el cum-
plimiento normativo, garantizar la 
transparencia en los procesos, evitar 
la discrecionalidad política y ser 
tajante en el cumplimiento estricto 
de los plazos facilitarían la entrada 
de proyectos de inversión. Todo lo 
anterior, contribuiría a fortalecer el 
vigor de nuestra economía y estar 
mejor preparados para que, dentro 
de este modelo de economía abierta, 
podamos enfrentar las crisis.

@AxelCallis. Candidata/o 
presidencial de las izquierdas 
que venga del Gobierno, es un 
manjar para la oposición. Basta 
con plebiscitar al gobierno en la 
presidencial y ganan. Incluso el 
Gobierno podría llegar 3°. 

@Piureman. La nacionalidad 
estadounidense se otorga 
después de 5 años de residencia 
efectiva, pero ncluye observar una 
buena conducta cívica, examen 
sobre la historia de los EE.UU. 
etcétera. En cambio nosotros 
regalamos la nacionalidad.

@FerradaRafa. Los dichos de 
Larraín y el aplauso cerrado de 
Chile Vamos a Pinochet durante 
la proclamación de Matthei 
son una burla a las familias 
de asesinados y detenidos 
desaparecidos.

@marcoporchile. Mientras un 
fiscal enfrenta en promedio más 
de mil casos al año, Hacienda 
le recorta el presupuesto al 
Ministerio Público. Propongo que 
parte del actual presupuesto en 
armas de defensa para una guerra 
que no va a ocurrir, se destine 
a fortalecer instituciones como 
Fiscalía.
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